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Referencia: PROCESO VERBAL de PROTECCIÓN AL 

CONSUMIDOR  
Demandante: COLMALLAS S.A. 
Demandado: BANCOLOMBIA S.A. 
Radicado: Exp.2019-02796-01. 
Asunto: SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN. 

 
 
LUIS CARLOS JARAMILLO RINCÓN, identificado como figura bajo mi correspondiente 
firma, abogado en ejercicio con tarjeta profesional No. 119.152 del C. S. de la J., 
obrando en mi condición de apoderado de la parte demandante dentro del asunto de 
referencia, por medio del presente escrito, en los términos del artículo 14 del Decreto 
806 de 2020, ejecutoriado el auto que admitió el recurso de apelación, me permito 
SUSTENTAR el referido recurso interpuesto por mi parte en contra de la sentencia de 
fecha 16 de diciembre de 2020, proferida por la DELEGATURA DE FUNCIONES 
JURISDICCIONALES DE LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA 
actuando como juez de primera instancia, por medio de la cual ese Despacho declaró 
probadas las excepciones propuestas por BANCOLOMBIA S.A. tituladas como “EL 
DEMANDANTE PERDIÓ LA CUSTODIA EL CHEQUE OBJETO DE LA DEMANDA Y NO 
DIO AVISO OPORTUNO AL BANCO DEBIÓ DARLO ANTES DEL PAGO”, “EL 
DEMANDANTE INCUMPLIÓ EL CONTRATO DE CUENTA CORRIENTE” y 
“BANCOLOMBIA PAGO CORRECTAMENTE EL CHEQUE”, negando con esto la 
totalidad de las pretensiones en la demanda impetradas. 
 
Para efectos de lo anterior, procedo a sustentar el citado recurso de apelación en los 
siguientes términos:  
 

A. BREVE RECUENTO DE LOS HECHOS: 
 
Sobre el caso en particular tenemos que En el mes de febrero de 2019, la sociedad 
Colmallas S.A. (Colmallas) giró el cheque de Bancolombia No.00238476 (en adelante 
“El cheque”), con una restricción de pago al primer beneficiario, a favor de uno de sus 



 

proveedores, la sociedad Grapas y Puntillas el Caballo S.A., quien autorizó al señor 
Christian Rodríguez Ospina para retirar el título valor de las oficinas de Colmallas. 
 
El Cheque fue entregado a la persona autorizada, después de haber confirmado su 
identidad, pero fue cobrado por una persona distinta al primer beneficiario, y pagado 
por Bancolombia a una entidad identificada como “Fundación Marsaba” y domiciliada 
en la ciudad de Medellín, con la omisión clara de la orden de pago exclusiva al primer 
beneficiario. Dicho título valor, como resultó probado dentro del proceso, fue 
ALTERADO con el fin de soslayar las restricciones de pago impuestas por el girador y 
generar su pago a una persona diferente al beneficiario del mismo.  
 
Una vez fue suministrado el título valor por parte del Banco, fue posible advertir que 
este había sido alterado de manera ilegal, evidenciando que los sellos restrictivos 
habían sido levantados incluyendo un falso endoso, toda vez que el cheque presentado 
al Banco tenía al reverso una anotación que reza “LEVANTAMOS SELLO (que no 
“sellos” y el cheque contaba con dos)  RESTRICTIVO DE (SIC) PARA CONSIGNAR 
ÚNICAMENTE EN LA CUENTA DEL PRIMER BENEFICIARIO, PÁGUESE POR LA SUMA 
DE (…)”, además de un par de firmas y un sello que no eran los originales ni 
provenían del girador. 
 

B. RAZONES DE INCONFORMIDAD CON LA PROVIDENCIA IMPUGNADA: 
 
Sea lo primero manifestar que en nuestro sentir, el a quo incurrió en errores de hecho 
en la apreciación de las pruebas y la interpretación de los hechos; y de derecho, al 
aplicar a los sucesos motivo de la Litis una teoría jurídica equivocada, con la cual 
trasladó en cabeza de mi cliente demandante, la responsabilidad total por la comisión 
de un ilícito, que redundó además en un perjuicio directo para él. Como si le fuera 
posible a quien resulta estafado conocer de antemano las intenciones de quien estafa y 
aun así continuar con su actuación en tal engaño. 
 
1. El fallador en primera instancia aplicó para el análisis del presente caso lo 

dispuesto en el artículo 733 del Código de Comercio al afirmar a partir del minuto 
15:00 de la audiencia de instrucción y fallo que (y cito de manera exacta) “el pago 
del cheque materia de controversia se enmarca en el régimen del artículo 733 del 
Código del Comercio, y que se relaciona con el pago de cheques falsificados o 
alterados cuando provinieren de una chequera perdida o extraviada” (el llamado 
es nuestro). Cuando en realidad, los eventos que sustentaron el proceso y que en él 
se debatieron se referían a los descritos y regulados en los artículos 732 y 1391 del 
mismo cuerpo normativo. Pues estos tienen como origen, EL PAGO DE UN 
CHEQUE FALSO O ALTERADO, SIN QUE PARA TAL ADULTERACIÓN HAYA 
MEDIADO CULPA DEL LIBRADOR. Y NO, LA PERDIDA DE UN “FORMULARIO” 
COMO ERRÓNEAMENTE LO SEÑALA EL A QUO en la providencia impugnada y lo 
regula el art. 733 antes mencionado. 

 
Argumenta el despacho que profirió la providencia recurrida, que el hecho de que mi 
poderdante haya sido engañado, y sobre él se haya cometido toda una serie de delitos 
(estafa, falsedad etc. Los cuales por supuesto son motivo de investigación y fueron 



 

debidamente denunciados ante las autoridades competentes), se asimila a la “perdida” 
del formulario. Conclusión a todas luces completamente subjetiva y errada, pues 
además se demostró de sobra, tal y como consta en el expediente, que Colmallas y sus 
funcionarios CUMPLIERON CON TODOS LOS PROCEDIMIENTOS DE SEGURIDAD Y 
DILIGENCIA ESTABLECIDOS PARA LA ENTREGA DE CHEQUES A PROVEEDORES, y 
que además, EL TITULO VALOR SOBRE EL CUAL SE COMETIÓ EL ILÍCITO, CONTABA 
CON TODAS LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD INSERTAS EN ÉL CON EL FIN DE QUE SU 
IMPORTE FUERA PAGADO EXCLUSIVAMENTE AL BENEFICIARIO INICIAL DEL MISMO. 
INSTRUCCIÓN QUE EL BANCO OMITIÓ DE MANERA NEGLIGENTE.            
 
En el mismo sentido, el evento de “perdida de formularios” referido en el artículo 733 
multicitado, traslada la responsabilidad por dicho extravió al propietario o tenedor del 
“formulario”, por cuanto se parte del hecho de que este evento ocurrió por su 
negligencia o descuido, con la lógica consecuencia de que no se puede culpar a un 
tercero por los eventos descuidados de otro. Pero este no es el caso que nos ocupa, 
pues en este, mi poderdante, como ya se ha mencionado, cumplió de manera diligente 
(como consta en el expediente) con todos los procedimientos de seguridad requeridos 
para la entrega del título valor, el cual a la postre resultó pagado por el banco 
demandado de manera irregular.     
 
En este punto vale la pena mencionar la diferencia entre un FORMULARIO y un 
TITULO VALOR ya diligenciado y en circulación. Este último es el que nos ocupa y fue 
materia de la Litis en primera instancia. Al respecto, la Real Academia de la Lengua ha 
definido la palabra FORMULARIO como un «Impreso con espacios en blanco.1» Es 
decir, un documento en el que se tiene pendiente para su circulación y validez la 
inserción de los correspondientes datos que le permitan y generen su exigibilidad. Para 
el caso de los cheques a los que se refiere el artículo 733, la perdida referida en dicha 
norma se debe dar sobre FORMULARIOS, es decir, sobre impresos con espacios en 
blanco y que tengan la posibilidad de ser LLENADOS O COMPLETADOS POR 
TERCEROS para su cobro. Evento que por supuesto puede darse por una falla en la 
custodia del talonario o de los formularios que en la mayoría de los casos es atribuible 
a su dueño. Pero este evento no es el que nos convoca, pues para este caso en 
particular, el título valor cobrado ESTABA COMPLETAMENTE DILIGENCIADO Y 
CONTABA ADEMÁS CON SENDAS MEDIDAS DE SEGURIDAD CONSISTENTES EN 
DOS FIRMAS Y DOS SELLOS QUE INDICABAN A MODO DE ORDEN AL BANCO 
GIRADO, QUE DICHO TITULO SOLAMENTE DEBÍA PAGARSE AL PRIMER 
BENEFICIARIO. ORDEN QUE EL BANCO DEMANDADO NO CUMPLIÓ. 
 
2. En desarrollo de lo anterior, es evidente que el régimen de responsabilidad 

aplicable para este caso era el contenido en los artículos 732 y 1.391 de nuestra 
codificación comercial, pues claramente los eventos descritos en los hechos de la 
demanda y probados durante el curso del proceso se referían un título valor ya 
estructurado, completo y en circulación, el cual fue conseguido por medios ilícitos y 
claramente ALTERADO por terceros para su pago. Sin que dicha falsedad o 
alteración se debiere a culpa del librador. Situación que se enmarca cabalmente en 

                                                           
1 Definición que puede ser consultada en: https://dle.rae.es/formulario?m=form 



 

los supuestos de hecho descritos en las referidas disposiciones 732 y 1.391. Por lo 
que le corresponde a la entidad financiera girada responder ante el propietario de 
los recursos por la sustracción irregular de los recursos del cuentahabiente, al tenor 
de las citadas normas.  

 
3. Sobre la alteración del título valor consideramos que no es menester ahondar, pues 

huelgan en el proceso las pruebas irrefutables de este hecho y el mismo ha sido 
admitido por las partes en contienda y reiterado por los dictámenes técnicos por 
estas aportados. 

 
4. Aclarado lo anterior, debe revisarse ahora por qué el flagrante yerro del juez en 

primera instancia, sustentado en una valoración equivocada de los hechos y 
pruebas el cual lo llevó a aplicar un régimen de responsabilidad diferente al que 
correspondía, generó una decisión completamente arbitraria y adversa a los 
intereses de mi poderdante. Para lo cual debemos puntualizar la consecuencia de 
aplicar cada una de estas vertientes.             

 
Inicialmente y a simple vista, parece que no hay una gran diferencia entre estos dos 
regímenes de responsabilidad (el contenido en los artículos 732 y 1.391, y el del art. 
733. Todos del C.Co.). Sin embargo, ese Tribunal sabrá de sobra que la jurisprudencia 
ha distinguido en sendos pronunciamientos las consecuencias en la aplicación de cada 
una de estas normas en cuanto a la responsabilidad por el perjuicio ocasionado. Al 
respecto, nuestro Código de Comercio, en su artículo 732 reguló la creación y forma 
de los cheques, además de la responsabilidad a cargo de los establecimientos 
bancarios derivada del pago de un cheque falso o alterado, en los siguientes términos:  
 

“Todo banco será responsable a un depositante por el pago que aquel haga de 
un cheque falso o cuya cantidad se haya aumentado, salvo que dicho 
depositante no notifique al banco, dentro de los tres meses después de que se le 
devuelva el cheque, que el título era falso o que la cantidad de él se había 
aumentado. 

Si la falsedad o alteración se debiere a culpa del librador, el banco quedará 
exonerado de responsabilidad”. 

En el mismo sentido, el artículo 1.391 de la misma codificación expresa:  

Todo banco es responsable con el cuentacorrentista por el pago que haga de 
un cheque falso o cuya cantidad se haya alterado, salvo que el 
cuentacorrentista haya dado lugar a ello por su culpa o la de sus dependientes, 
factores o representantes. 

La responsabilidad del banco cesará si el cuentacorrentista no le hubiere 
notificado sobre la falsedad o adulteración del cheque, dentro de los seis meses 
siguientes a la fecha en que se le envió la información sobre tal pago. 

De lo expuesto puede concluirse, que de manera general, las instituciones bancarias 
son objetivamente responsables del pago de cheques falsificados, lo que implica 
que su culpa o la diligencia en su actuar es indiferente al momento de imputación 



 

de responsabilidad. Esto, por cuanto deben correr con las contingencias que tengan 
origen en el desempeño de las tareas que adelantan. Lo anterior, tiene como 
excepción que la culpa de la falsificación recaiga en el cuentacorrentista, sus 
dependientes, factores o representantes, eventos estos últimos de los que no se 
probó su ocurrencia en el proceso de marras. 

Esta regla de responsabilidad, de apariencia sencilla, ha sido decantada por la 
jurisprudencia, que se ha encargado de precisar el alcance de la responsabilidad a 
cargo de los establecimientos bancarios en estos casos y de definir los casos en los 
que es posible sostener la configuración de la culpa a cargo del cuentahabiente. 

Una de las providencias hito sobre este asunto proviene de la Corte Suprema de 
Justicia, en ella se compilan los pronunciamientos más sobresalientes de esa 
corporación para darle alcance no solo a la responsabilidad bancaria por pago de 
cheques falsificados, sino sus obligaciones en cuanto parte del contrato de cuenta 
corriente bancaria, exponiendo la fuente de sus responsabilidades, así:  

“[Esta] Corporación explicó que el riesgo de los cheques falsificados fue 
impuesto por la ley «a las entidades financieras quienes, dado el volumen 
de transacciones que realizan, compensan las pérdidas que los cheques 
falsificados pueden causar, regla esta que, de acuerdo con las 
disposiciones recién aludidas [Art. 732 y 1391 C.Co.], tiene como obvia 
excepción que la culpa de los hechos recaiga en el cuentacorrentista o en 
sus dependientes, factores o representantes» (se subrayó). 

Esta Corporación puntualizó que la responsabilidad civil de la entidad 
financiera «deriva del ejercicio y del beneficio que reporta de su 
especializada actividad financiera, como así lo tiene definido la 
jurisprudencia cuando asevera que una entidad crediticia es una empresa 
comercial que dado el movimiento masivo de operaciones, “asume los 
riegos inherentes a la organización y ejecución del servicio de caja”» (CSJ 
SC, 24 Oct. 1994).  

La obligación de la entidad crediticia -dijo después la Sala- «se nutre en la 
teoría de la responsabilidad profesional, pues es por imposición legal que 
la entidad girada debe correr con las contingencias que surgen del 
desempeño de sus tareas, y concretamente con la del pago de cheques 
alterados o falsificados», y «sólo la presencia de circunstancias 
excepcionales…permiten liberar a las entidades bancarias de su 
responsabilidad» (CSJ SC-176, 17 Sep. 2002, Rad. 6434) 2 

De igual forma, en un pronunciamiento mucho más reciente (octubre de 2020) de 
la misma Corte Suprema, se expresa de manera tajante:     

En efecto, el precedente tiene decantado que la solidez de las operaciones 
de captación masiva de recursos del público entraña enorme 
trascendencia social, pues la confianza del depositante pende de la 

                                                           
2 Corte Suprema de Justicia. Sentencia del 19 de diciembre de 2016. Exp. SC18614-2016 M.P. Ariel Salazar 
Ramírez. 



 

inquebrantable promesa de disponer de sus recursos cuando lo estime 
pertinente, o cuando acaezca el plazo prefijado, si se trata de depósitos a 
término fijo. 

Quien entrega al banco una suma de dinero a título de depósito, pues, 
entiende que esta queda a buen recaudo. 

Precisamente para apuntalar la confianza de los cuentahabientes, el 
ordenamiento reclama que el ejercicio de la actividad bancaria atienda 
rigurosos parámetros de capital, apalancamiento, liquidez, gobierno 
corporativo, riesgo de crédito y composición patrimonial, por citar algunas 
variables, y que además cumpla altos estándares de seguridad en sus 
canales presenciales (oficinas, corresponsales) y no presenciales (banca 
móvil, cajeros automáticos, portales virtuales).  

Estas imposiciones legales y reglamentarias, proporcionales a los enormes 
riesgos morales, operativos, de crédito, de seguridad, entre otros, que son 
connaturales al giro de los negocios bancarios, muestran que las 
entidades financieras asumen con la sociedad un compromiso evitación 
de esas amenazas, de modo que serán aquellas quienes deban responder 
si estas se materializan, sin ninguna consideración adicional. 

Y es que, en casos como este, la atribución de responsabilidad no puede 
depender de un juicio subjetivo de reproche. Si aun a pesar de la extrema 
probidad, diligencia y profesionalismo que es de esperar de un banco, los 
dineros depositados por sus clientes sufren mengua, no deben ser estos 
quienes soporten la pérdida, pues más allá de su esfera individual de 
influencia, carecen de las herramientas para enfrentar esa eventualidad. 

El cuentahabiente no custodia el dinero depositado, ni participa de las 
decisiones operativas del banco. Además, no tiene acceso a la 
información necesaria para afrontar peligros como los anotados, ni le 
resulta económicamente razonable hacerlo, pues los costos de esa faena 
serán, casi invariablemente, superiores a la pérdida que pretende 
prevenir; en cambio, para el banco la situación es exactamente la 
opuesta, lo que justifica que sea él quien asuma el riesgo de su operación, 
de manera objetiva.3 

En otro aparte de la misma providencia la Corte señala:  

Cuando un tercero burla esos protocolos de autenticación, y haciéndose 
pasar por el cuentahabiente dispone por cualquier medio de los recursos 
depositados en cuentas de ahorros o corrientes, la obligación de 
verificación se incumple, pues la carga de que se viene hablando no 
puede entenderse satisfecha simplemente con los buenos oficios del 
banco, sino con la efectiva confirmación de la identidad de su cliente.  

                                                           
3 Corte Suprema de Justicia. Sentencia del 18 de diciembre de 2020. Exp.  SC5176-2020. M.P. Luis Alonso 
Rico Puerta. 



 

Acorde con la clasificación atribuida a Demogue, la prestación accesoria 
de la entidad financiera constituye un deber "de resultado", no solo por la 
distribución del riesgo de la operación -tema sobre el que ya se detuvo la 
Corte-, sino también por las características especiales de la relación entre 
el consumidor financiero y la entidad donde tiene depositado sus recursos, 
que lleva ínsita la garantía de salvaguarda de los dineros captados del 
público. 

En línea con lo explicado previamente, y con la naturaleza de ese tipo de 
prestaciones, la comentada inobservancia comprometerá la 
responsabilidad civil del banco, salvo que demuestre el acaecimiento de 
una causa extraña, que impida que el daño puede imputársele 
jurídicamente; es decir, la institución financiera no puede exonerarse del 
deber de indemnizar con la simple prueba de haber obrado de manera 
diligente.4(Subrayas nuestras)  

En conclusión, podemos afirmar que cuando el pago del instrumento adulterado o 
falseado no se pueda atribuir a causas provenientes del propietario de la chequera, 
sino que este se produce dentro del riesgo propio de su circulación, el asunto se rige 
por la regla de responsabilidad contenida en los artículos 732 y 1391 del estatuto 
mercantil, acorde con los cuales a la entidad financiera le corresponde demostrar la 
culpa del cuentacorrentista o de sus dependientes en virtud de la aplicación de la 
teoría del riesgo profesional por la «responsabilidad de empresa». 

5. Ahora bien, para referirnos a las actuaciones que le corresponden al 
cuentacorrentista, en los acasos en los que un establecimiento bancario ha 
pagado un cheque falsificado con cargo a sus recursos, la jurisprudencia 
también ha precisado lo siguiente: 

“entre las obligaciones que al banco impone el artículo 1382 del Código 
de Comercio, derivadas del contrato de cuenta corriente, "está la de 
mantener los dineros depositados regularmente para entregarlos en la 
medida que el cuentacorrentista haga disposición de ellos de acuerdo con 
las distintas modalidades reconocidas por la ley, por el contrato o por las 
prácticas bancarias. (...) Ante esos compromisos el banco debe mantener 
las precauciones, diligencias y cuidados indispensables para que los actos 
de movimiento de la cuenta del usuario se alcance con plena normalidad; 
por eso, cualquier desviación constituye un factor de desatención del 
contrato, dado su particular designio"; " ... el cuentacorrentista puede 
disponer de los fondos depositados mediante la transferencia a otra 
cuenta del mismo u otro banco, y cuando ello ocurre es porque así 
expresamente lo ha consentido el cliente, puesto que al banco no le está 
permitido, motu proprio", y que, en esas condiciones, "si llega a 
producirse una operación de transferencia de fondos que incida en el 
saldo, cualquier reclamo o inconformidad que muestre el 
cuentacorrentista puede comprometer la responsabilidad de la entidad 
bancaria que para exonerarse debe acreditar, por cualquier medio 

                                                           
4 Idem. 



 

idóneo, que contó con la autorización de aquel" (sent. del 23 de agosto 
de 1988, resaltado fuera del texto)”.5 

6. En el mismo sentido, debemos hacer referencia a la culpa del cuentacorrentista 
como eximente de responsabilidad de las entidades bancarias. Sobre este 
asunto debe precisarse que no cualquier descuido del cuentacorrentista puede 
constituirse como un eximente de responsabilidad para el Banco. Muy por el 
contrario, sólo puede afirmarse que hubo culpa del cuentacorrentista en los 
casos en los que el fraude haya devenido de su propia conducta. Sobre este 
punto la Corte Suprema de Justicia ha sostenido lo siguiente:  

 “no cualquier inobservancia atribuible al librador da lugar a la liberación 
de responsabilidad del banco acusado de pagar cheques espurios, pues 
para que tal exoneración se produzca es menester que la culpa de aquél 
se encuentre entroncada con la falsificación de los mismos, de modo que 
sea posible inferir que esta última debe su existencia a aquella otra”6. 

A su turno, la Superintendencia Financiera de Colombia en Concepto 2005031180-
002 del 21 de septiembre de 2005 ha sostenido lo siguiente: 

 “el establecimiento bancario se entienda relevado de responsabilidad en 
el pago debe existir un vínculo de causalidad entre la culpa del librador y 
la adulteración del título valor. De esta suerte, procede la exoneración del 
banco en la medida en que éste acredite la existencia de una culpa del 
girador vinculada a la falsificación del cheque de modo tal que pueda 
concluirse que la falsificación o adulteración alegada debe su existencia a 
dicha conducta”7. 

De acuerdo con lo expuesto en punto de la culpa a cargo del cuentacorrentista o sus 
dependientes, para que pueda entenderse que ésta se ha configurado como 
eximente de responsabilidad es necesario que la conducta del titular de la cuenta o 
de sus dependientes guarde relación de causalidad con los hechos que dieron lugar 
a la falsificación. Es decir, que su actuar se encuentre íntimamente relacionado con 
la falsificación, por manera que pueda decirse que se trata de su consecuencia.  

Así pues, el análisis de causalidad no debe atender a las causas mediatas sino a los 
eventos respecto de los cuales pueda establecerse una relación de causa-efecto. En 
tal sentido, la entrega del cheque a una persona diferente a su beneficiario no 
constituye culpa del cuentacorrentista, pues este hecho no dio lugar a la alteración 
de la orden con destino a Bancolombia. Los que dieron lugar a la falsificación de la 
orden de Colmallas al banco librado fueron hechos de terceros, quienes de manera 
malintencionada adulteraron un título valor genuino, en el sentido de levantar 
fraudulentamente una restricción de circulación ordenada y NOTORIAMENTE 
ACOSTUMBRADA POR MI PODERDANTE (COLMALLAS O EL GIRADOR). 

                                                           
5 Corte Suprema de Justicia. Sentencia del 23 de agosto de 1988. Reiterada en Sentencia del 15 de diciembre 
de 2006 y Sentencia del 19 de diciembre de 2016. Exp. SC18614-2016. Citada por la Superintendencia 
Financiera de Colombia en ejercicio de funciones jurisdiccionales. Fallo de febrero de 2014. 
6 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 9 de septiembre de 1999. Reiterada en 
Sentencia del 8 de septiembre de 2003. M.P. Dr. César Julio Valencia Copete. 
7 Superintendencia Financiera de Colombia. Concepto 2005031180-002 del 21 de septiembre de 2005. 



 

7. En adición a lo expuesto resulta evidente que la introducción de UNO O MAS 
SELLOS y seguridades que tienen como fin restringir la circulación de un cheque, 
limitando su cobro al primer beneficiario, debe anular los riesgos asociados a 
que el instrumento se extravíe o caiga por cualquier causa en manos distintas a 
las de su beneficiario, lo que necesariamente rompe el nexo de causalidad entre 
la actuación de Colmallas y el levantamiento fraudulento del sello, pues la 
restricción cumple con la función de indicarle al banco librado que la suma de 
dinero allí contenida sólo debe ser desembolsada a la entidad que figura como 
beneficiaria. Luego, si el banco hubiese acatado el mandato de la restricción, la 
identidad de la persona que se presentara a cobrar el cheque sería indiferente.  

Pero más importante aún es que la norma que consagra la excepción a la 
responsabilidad del Banco exige la culpa del cuentacorrientista o sus dependientes, 
la cual existiría si para decirlo conforme a la definición clásica del fenómeno que 
hace -Mazeaud- Colmallas hubiera “cometido un error de conducta en el que no 
hubiera incurrido una persona prudente y diligente colocada en las mismas 
circunstancias del autor del hecho”.  Y como también resulta evidente, De acuerdo 
con la información que consta en el expediente, Colmallas no fue negligente ni 
descuidado al momento de la entrega del cheque, pues adoptó las medidas usuales 
en este tipo de operaciones para hacer su entrega a quien acreditó, mediante los 
medios igualmente usuales, la condición de autorizado por el beneficiario para el 
retiro del cheque. Las mismas investigaciones internas así lo demuestran. Por tanto, 
decir lo contrario implicaría en la práctica convertir a Colmallas de víctima de un 
ilícito a coautor o cómplice del mismo, lo cual a todas luces resulta un exabrupto. 

Así las cosas, puede afirmarse que los eventos con los cuales se configuró el pago 
irregular del título valor referido, no son hechos que le permita al Banco descargar 
su responsabilidad frente al pago de un cheque falsificado, y por ende, el régimen 
de responsabilidad aplicado por el juez de primera instancia al caso en concreto es 
equivocado, pues no solo ignoró una larga historia jurisprudencial y doctrinal que 
ha sostenido lo contrario a lo manifestado por él en su fallo, sino que 
descontextualizó y valoró de manera equivocada los hechos y las pruebas que se 
presentaron en el proceso. 

8. Con fundamento en los supuestos de hecho y derecho consignados en el 
presente escrito, consideramos entonces que no procedía declarar como 
probadas las exceptivas propuestas por la demandada, pues según lo expuesto 
probado en el proceso toda vez que mi poderdante (Colmallas S.A.): 
a) JAMÁS PERDIÓ LA CUSTODIA EL CHEQUE OBJETO DE LA DEMANDA, sino 

que el mismo fue entregado a la (supuesta) persona autorizada para 
recibirlo, cumpliendo con todos los protocolos de seguridad establecidos en 
dicha compañía para tal. Configurándose acá un delito del cual fue víctima 
en primera instancia mi cliente, pero que además se materializo por la falta 
de cuidado del banco girado, quien pago el título valor sin identificar, como 
le corresponde por ser un profesional en el desarrollo de su actividad, la 
falsificación (alteración) del título, llevada a cabo para soslayar las 
seguridades que mi poderdante había dejado insertas en el cheque con el fin 



 

de que no se pagara a terceros no autorizados y distintos al primer 
beneficiario. 

 
b) DIO EL AVISO OPORTUNAMENTE AL BANCO, pues atendiendo que el 

cobro no se presentó por causa de la pérdida o extravío de un formulario 
(cheque), sino dada la libre circulación del título valor, mi poderdante solo 
estaba en condición de saber que el cheque había sido cobrado por un 
tercero ajeno al beneficiario, cuando esta información le fuera entregada, y 
esto solo ocurrió al verificar el cobro del cheque y la notificación del citado 
beneficiario de que no había sido él quien lo había cobrado. Exigir a mi 
mandante una conducta diferente a esta es suponer que estaba obligado a 
lo imposible, pues el ilícito se da cuando en efecto la conducta reviste 
apariencia de legalidad, con el fin de no llamar la atención de los afectados. 
De lo contrario se habría impedido de manera inmediata su pago y 
obviamente no estaríamos envueltos en el proceso actual. En tal sentido era 
IMPOSIBLE que mi cliente diera aviso antes del pago pues CONTABA CON 
HABER ENTREGADO EL TITULO VALOR A SU BENEFICIARIO REAL. Y, 
 

c) Con base en lo anteriormente expuesto NO ES CIERTO QUE 
BANCOLOMBIA HAYA PAGADO CORRECTAMENTE EL CHEQUE PUES SU 
RESPONSABILIDAD COMO PROFESIONAL DEL SECTOR BANCARIO ES LA 
DE VERIFICAR CON PERSONAL ENTRENADO PARA TAL FIN LA IDENTIDAD, 
PROCEDENCIA Y LEGALIDAD DE LOS TÍTULOS VALORES QUE SE LE 
PRESENTAN PARA SU PAGO y en este caso puntual no lo hizo, tal y como 
consta del dictamen pericial presentado por este servidor con la demanda en 
el que consta que “Tanto las firmas como el sello utilizado para el endoso 
eran evidentemente falsos, y que no eran UNIPROCEDENTES con las firmas 
registradas para tal finalidad ni con aquellas que se observan en la cara 
anterior como giradoras”      

En los anteriores términos dejo ante ese Honorable Despacho sustentado el recurso 
de apelación interpuesto y concedido en la audiencia de instrucción y juzgamiento 
celebrada el 16 de diciembre de 2020, y presento respetuosamente la siguiente 

C. PETICIÓN: 
 

Por las razones expuestas, solicito respetuosamente al Honorable Tribunal Superior del 
Circuito de Bogotá D.C. – Sala Civil, en sede de segunda instancia, declare la 
prosperidad del presente recurso y, en consecuencia, proceda a revocar 
completamente la sentencia de fecha 16 de diciembre de 2020, proferida por la 
DELEGATURA DE FUNCIONES JURISDICCIONALES DE LA SUPERINTENDENCIA 
FINANCIERA DE COLOMBIA actuando como juez de primera instancia, y en su lugar, 
se dicte la sentencia que en derecho corresponde, accediendo favorablemente a las 
pretensiones incoadas en la demanda, teniendo como fundamento los argumentos 
expuestos en dicho escrito, así como los exhibidos en el presente recurso y las pruebas 
obrantes en el proceso. 
 
Para los fines previstos en el parágrafo del artículo 9 del Decreto 806 de 4 de junio de 
2020, y en cumplimiento del numeral 14 del artículo 78 del Código General del 



 

Proceso se envía copia de este escrito a las direcciones electrónicas que aparecen en el 
encabezado, incluyendo la de la parte demandada. 
 
Para notificaciones al suscrito informo que mi dirección electrónica, inscrita en el 
registro nacional de abogados, es la siguiente: lc.jaramillo@jp-abogados.com 
 
Del Honorable Tribunal, con todo respeto. 
 

 
Luis Carlos Jaramillo Rincón 
C.C. 79.778.735 de Bogotá D.C. 
T.P. 119.152 del C. S. de la J.  
Apoderado parte demandante.  
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Honorable 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA-SALACIVIL 

Bogotá D.C.  

 

Ref.     Alegatos de Conclusión 

PROCESO:     Acción de Protección al Consumidor 

DEMANDANTE:   Conjunto residencial y comercial el camino de Cócora  

DEMANDADO:  El Camino de Cócora S.A.S. 

RADICACION: 110013199001201934431 01 

 

JUAN CARLOS GONZALEZ SANCHEZ, mayor de edad y vecino de Armenia 

Quindío identificado con cédula de ciudadanía No 18.394.747 expedida en 

Calarcá Q., abogado con T.P. No. 165.818 del Consejo Superior de la 

Judicatura, obrando en mi condición de apoderado de la parte 

demandante, me permito presentar los respectivos alegatos de conclusión 

en segunda instancia ante este Honorable Tribunal encontrándome dentro 

de los términos sobre la decisión Sentencia número 8754 del 16 de 

septiembre de 202, emitida por la Superintendencia de Industria y Comercio 

en proceso de acción de protección al consumidor en los siguiente: 

 

Este extremo procesal quien actúa dentro del presente proceso como 

parte ¨CONSUMIDOR¨ instauro acción de protección al consumidor en 

contra de la constructora El Camino de Cócora S.A.S., debido al 

incumplimiento por parte de estos en algunas refacciones y aspectos 

técnicos que presenta el proyecto inmobiliario Conjunto Residencial y 

comercial el Camino de Cócora, haciendo esto tardío por parte de los 

copropietarios recibir a satisfacción las áreas comunes del mencionado 

proyecto, situación que a la fecha persiste en el conjunto, vulnerando 

flagrantemente los derechos de los copropietarios.- 

 

Dichas inconformidades fueron y han sido de conocimiento dentro del 

proceso de primera instancia por parte del fallador donde se aportó como 

prueba documental un informe pericial de LAS AREAS COMUNES CONJUNTO 

RESIDENCIAL Y COMERCIAL EL CAMINO DE COCORA, elaborado por la 

SOCIEDAD COLOMBIANA DE ARQUITECTOS, donde se describen las fallas 

técnicas que presenta el proyecto inmobiliario en respectivas zonas del 

proyecto,  Informe que fue conocido por la constructora en su debido 

momento para que corrigiera las falencias y así poder recibir a satisfacción 

por los copropietarios las zonas comunes correspondientes, de igual 

manera, este informe sirvió de base para llevar a cabo un acuerdo sobre 

algunos puntos que se conciliaron en la audiencia de facilitación 

concedida por la superintendencia de industria y comercio  - casa del 

consumidor en Armenia Q, acuerdo que reposa en el expediente.-   

 

Es claro que el informe presentado sobre las fallas de las zonas comunes del 

proyecto en mención fue elaborado por personas idóneas en temas de 

construcción, que en primer lugar a través de un acuerdo transaccional la 
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constructora Caminos de Cócora decidía reparar, pero que a la fecha no 

ha cumplido con lo pactado dentro del documento. 

 

Dándosele inconformismo en por parte de los copropietarios al no recibir lo 

prometido por la constructora.  

 

Fue de conocimiento del parte del fallador de primera instancia del 

inconformismo que tenía los residentes del conjunto residencial El Camino 

de Cócora, donde los hechos de la demanda fueron claros, y veraces, y 

que mostraban la realidad que están viviendo en este caso los consumidores 

de dicho producto, Dicha realidad fue demostrada en documento 

expedido por personal idóneo como es la sociedad de Arquitectos del 

Quindío donde a través el estudio técnico y la visita al proyecto, narro la 

realidad que venía presentando las inconformidades de algunas áreas al no 

encontrarse en buenas condiciones como se demostró además con el 

registro fotográfico, a lo que el fallador en primera instancia no dio el valor 

probatorio necesario.  

 

Además, por traslado es de conocimiento de la Honorable corte que en el 

interrogatorio de parte resuelto por el Representante Legal de la 

Constructora Caminos de Cócora S.A.S el señor FERNANDO OCAMPO 

CANO, manifiesta sobre los puntos de la transacción donde se comprometió 

a solucionar y arreglar las zonas locativas que presentaban falencias 

técnicas y donde declaró haberles dado solución a todos, argumentaciones 

que para este extremo procesal  son de su acomodo y de modo verbal, 

pero que en la práctica nunca se resolvieron, si se visita actualmente el 

proyecto en mención aún sigue presentando las irregularidades que dieron 

origen a esta acción.  

 

Ahora bien, los copropietarios hacen uso de la ley 1480 de 2011, con el fin 

de que le sean cumplidos en su totalidad todo lo ofrecido inicialmente en el 

proyecto que les fue vendido y que este se entregue en buenas 

condiciones. Donde la Superintendencia de Industria y comercio debería ser 

garante de estos derechos que son violados a los consumidores.   

 

Se trae en mención la Ley que tiene como objetivos proteger, promover y 

garantizar la efectividad y el libre ejercicio de los derechos de 

los consumidores, así como amparar el respeto a su dignidad y a sus 

intereses económicos, en especial, lo referente a: 1. La protección de 

los consumidores frente a los riesgos para su salud y seguridad. 

 

Es claro que los copropietarios están inconformes con el producto 

entregado a lo ofrecido en venta, y que si bien es cierto se pueden subsanar 

el vendedor no resolvió de fondo las falencias presentadas en la 

construcción. 

 

Es necesario entonces solicitar por este extremo procesal tener en cuenta 

los hechos de la demanda y que además que con el informe pericial hacen 

parte probatoria de los sucesos expuestos dentro del escrito de la acción de 

protección presentada ya que como se vislumbra la vulneración a los 
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derechos del consumidor que le asisten a mi prohijado, los cuales están 

contenidos en la Ley 1480 de 2011 teniendo que:  

 

a. El Articulo 78 de la Constitución Política de Colombia establece que 

la Ley regulara el control de calidad de los bienes y servicios ofrecidos 

y prestados a la comunidad, así como la información que debe 

suministrarse   al público en su comercialización. 

 

b. De acuerdo con el numeral 12 del artículo 5 del Estatuto del 

consumidor La publicidad es definida como:  

 

¨12. Publicidad: Toda forma y contenido de comunicación que tenga 

como finalidad influir en las decisiones de consumo. ¨ 

 

Así las cosas, la publicidad que haga referencia un proyecto, no solo la que 

es referente a las características físicas de la construcción, si no también a 

todas aquellas que influyan en la decisión de compra del consumidor, 

obligan al anunciante (en este caso la constructora) en los términos 

establecidos en la Ley 1480, en consecuencia, la publicidad se considera 

engañosa cuando induce al consumidor al error sobre las características del 

proyecto esto es, cuando la información le generan falsas expectativas que 

no corresponden a la realidad  

 

 Artículo 6°. Calidad, idoneidad y seguridad de los productos. Todo 

productor debe asegurar la idoneidad y seguridad de los bienes y servicios 

que ofrezca o ponga en el mercado, así como la calidad ofrecida. En 

ningún caso estas podrán ser inferiores o contravenir lo previsto en 

reglamentos técnicos y medidas sanitarias o fitosanitarias. 

El incumplimiento de esta obligación dará lugar a: 

1. Responsabilidad solidaria del productor y proveedor por garantía ante los 

consumidores. 

2. Responsabilidad administrativa individual ante las autoridades de 

supervisión y control en los términos de esta ley. 

3. Responsabilidad por daños por producto defectuoso, en los términos de 

esta ley. 

Parágrafo. Para efectos de garantizar la calidad, idoneidad y seguridad de 

los productos y los bienes y servicios que se comercialicen, el Instituto 

Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos, Invima, expedirá los 

Registros Sanitarios, de conformidad con las competencias establecidas en 

el artículo 245 de la Ley 100 de 1993, que ordena el control y la vigilancia 

sobre la calidad y seguridad de los mismos. 

Artículo 7°. Garantía legal. Es la obligación, en los términos de esta ley, a 

cargo de todo productor y/o proveedor de responder por la calidad, 

idoneidad, seguridad y el buen estado y funcionamiento de los productos. 
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En la prestación de servicios en el que el prestador tiene una obligación de 

medio, la garantía está dada, no por el resultado, sino por las condiciones 

de calidad en la prestación del servicio, según las condiciones establecidas 

en normas de carácter obligatorio, en las ofrecidas o en las ordinarias y 

habituales del mercado. 

Parágrafo. La entrega o distribución de productos con descuento, rebaja o 

con carácter promocional está sujeta a las reglas contenidas en la presente 

ley. 

Artículo 20. Responsabilidad por daño por producto defectuoso. El 

productor y el expendedor serán solidariamente responsables de los daños 

causados por los defectos de sus productos, sin perjuicio de las acciones de 

repetición a que haya lugar. Para efectos de este artículo, cuando no se 

indique expresamente quién es el productor, se presumirá como tal quien 

coloque su nombre, marca o cualquier otro signo o distintivo en el producto. 

Como daño, se entienden los siguientes: 

1. Muerte o lesiones corporales, causadas por el producto defectuoso; 

2. Los producidos a una cosa diferente al producto defectuoso, causados 

por el producto defectuoso. 

Lo anterior, sin perjuicio de que el perjudicado pueda reclamar otro tipo de 

indemnizaciones de acuerdo con la ley. 

Artículo 21. Determinación de la responsabilidad por daños por producto 

defectuoso. Para determinar la responsabilidad, el afectado deberá 

demostrar el defecto del bien, la existencia del daño y el nexó causal entre 

este y aquel. 

Parágrafo. Cuando se viole una medida sanitaria o fitosanitaria, o un 

reglamento técnico, se presumirá el defecto del bien. 

Por lo mencionado anteriormente se acude a la entidad competente, para 

velar por los derechos de los consumidores que si se ve a fondo estos son 

violados por la Constructora demandada, ya que no cumplió con los 

presupuestos inicialmente ofrecido en su publicidad y como se menciona 

en interrogatorio de parte en las promesas de compraventa.  

No es posible Honorable Tribunal, que, manifestando la inconformidad de 

varios copropietarios del Conjunto Residencial Caminos de Cócora, con 

esta acción de protección al consumidor se desconozca por parte del 

fallador de primera instancia la violación a los postulados garantistas de la 

Ley 1480 de 2011, y sus Principios generales.  

Por lo anteriormente expuesto y legalmente debatido cada uno de los 

presupuestos en primera instancia solicito al Honorable Tribunal se de valor 

probatorio al dictamen Pericial presentado por la parte demandante, de igual 
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manera solicito se revoque la sentencia emitida en primera instancia y se acceda 

a las pretensiones de la demanda. 

 

 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

 

JUAN CARLOS GONZALEZ SANCHEZ 

ABOGADO 
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